CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Obligaciones reciprocas 
Para la Sala es claro que en este evento, estamos ante la concurrencia de un contrato de prestación de servicios que obligaba recíprocamente a las partes contratantes, y el de representación, el cual obligaba en particular al demandante a ejercer la representación judicial del Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., representación judicial que desempeñó el demandante Juan Andrés Carreño Cardona en algunos de los procesos, derivadas de la ejecución del contrato de prestación de servicios No. 123 celebrado entre los contratantes el 07 de noviembre de 1997. De otra parte advierte la Sala, que la representación judicial del Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., fue una de las obligaciones adquiridas por el abogado Juan Andrés Carreño Cardona al suscribir el contrato de prestación de servicios antes relacionado, según lo prescribe la cláusula primera.
TERMINACIÓN UNILATERAL – Contrato de prestación de servicios – Cláusula facultativa 
La inclusión de la cláusula de terminación unilateral en los contratos de prestación de servicios, es facultativa, es atribución de la autonomía de la voluntad de las partes consignarla o no y si no estuviere pactada expresamente no podrá invocarse, ni ejercerse. En  cambio en aquellos contratos de prestación de servicios en los cuales la facultad de terminación unilateral se hubiere pactado, la Administración estaría facultada para expedir el acto administrativo correspondiente y ejercer ese poder de terminación unilateral, lo cual deberá hacerse en la forma y términos que la mencionada ley establece.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION C

Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ

Bogotá, D.C., doce (12) de noviembre de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 25000-23-26-000-2000-01642-01(25985)
Actor: JUAN ANDRES CARREÑO CARDONA
Demandado: DISTRITO CAPITAL DE BOGOTA
Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 10 de septiembre de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección “B” mediante la cual se dispuso:

NIEGANSE las súplicas de la demanda. Sin costas.
I. A N T E C E D E N T E S

1. La demanda.

El 18 de julio  de 2000,
 el señor Juan Andrés Carreño Cardona., en ejercicio de la acción contractual, por conducto de apoderado judicial  formuló demanda contra el Distrito Capital de Santafé de Bogotá, con el fin de obtener las siguientes declaraciones y condenas:

“PRIMERA. Que el Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C.,  incumplió la adjudicación del contrato que se hizo al Dr. Juan Andrés Carreño Cardona, según acto administrativo contenido en oficio de 27  de octubre de 1997.

SEGUNDA. Que igualmente el Distrito demandado incumplió el contrato de prestación de servicios No. 123 concertado entre esta entidad estatal y la parte actora.

TERCERA. Que así mismo la parte demandada incumplió el otrosí al contrato antes mencionado, el cual se suscribió el 10 de Diciembre de 1997.

CUARTA. Que el demandado Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., dio por terminado, sin justa causa y en forma arbitraria sin notificar,  el contrato de prestación de servicios a que se contraen las peticiones anteriores.

QUINTA. Que con fundamento en las anteriores declaraciones se condene al Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., a indemnizar a mi mandante la totalidad de los perjuicios que se le irrogaron por el incumplimiento e injusta terminación del contrato de prestación de servicios de que trata el oficio de Octubre 27 de 1997, el contrato No. 123 de 07 de noviembre de 1997 y el otrosí suscrito el 10 de Diciembre de 1997.

SEXTA. Que por lo tanto se condene a la entidad estatal demandada a pagar al Dr. Juan Andrés Carreño Cardona, la suma de $280’000.000.oo junto con la corrección monetaria y los intereses a que haya lugar de conformidad con el artículo 178 del C.C.A. desde la fecha en que se dio por terminado el contrato de prestación de servicios y hasta tanto se produzca la indemnización de los perjuicios impetrados.

SEPTIMA. SUBSIDIARIA. En subsidio que se condene al Distrito demandado al pago de los perjuicios que se prueben dentro del proceso y que se causaron con la injusta terminación e incumplimiento del contrato de prestación de servicios antes mencionado, junto con la corrección monetaria y los intereses a que haya lugar.

OCTAVA. Que se ordene dar cumplimiento a la sentencia dentro del término de treinta (30) días contados desde su comunicación, conforme al artículo 176 del C.C.A. y se tenga en cuenta lo preceptuado por el artículo 177 de la misma obra.

SUBSIDIARIAS

Ad cautelam de las pretensiones incoadas en el acápite precedente, solicito respetuosamente a esta Honorable Corporación se sirva conceder las siguientes:

PRIMERA. Que por causas no imputables al contratista, se presentó un desequilibrio en la equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos dentro del contrato de prestación de servicios (mandato) concertado entre el Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., y el Dr. Juan Andrés Carreño Cardona, el cual tenía por objeto la atención de 200 procesos judiciales.

SEGUNDA. Que el desequilibrio en la ecuación financiera a que se refiere la anterior petición obedeció a causas imputables a la entidad estatal contratante.

TERCERA. Que el Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., desconociendo el numeral octavo del art. 4º, Numeral 1º del art. 5º y el art. 27 de la Ley 80 de 1993, se negó a tomar las medidas tendientes a restablecer la igualdad o equivalencia entre los derechos y obligaciones de las partes.

CUARTA. Que el demandante Dr. Juan Andrés Carreño Cardona, se le causaron perjuicios al pagársele tan sólo por la contestación de 200 demandas cuando atendió 217 procesos judiciales. 

QUINTA. Que, en consecuencia, el Distrito demandado está obligado a pagar al contratista Juan Andrés Carreño Cardona, la totalidad de los honorarios que se causaron a su favor por la atención de 200 procesos judiciales.

SEXTA. Que, por lo tanto, se condene a la entidad estatal demandada a pagar al Dr. Juan Andrés Carreño Cardona, la suma de $280’000.000, junto con la corrección monetaria y los intereses a que haya lugar de conformidad al artículo 178 C.C.A., desde la fecha en que se produjo el desequilibrio del contrato de prestación de servicios y se dio por terminado el mismo y hasta tanto se produzca la indemnización de los perjuicios impetrados. 

SÉPTIMA. SUBSIDIARIA. En subsidio que se condene al Distrito demandado al pago de los perjuicios que se prueben dentro del proceso y que se causaron por el desequilibrio financiero del contrato de prestación de servicios antes mencionado, junto con la corrección monetaria y los intereses a que haya lugar.

OCTAVA. Que se ordene dar cumplimiento a la sentencia dentro del término de treinta (30) días contados desde la comunicación, conforme al art. 176 del C.C.A. y se tenga en cuenta lo preceptuado por el Art. 177 de la misma obra.”
2.- Los hechos.

La parte actora soportó su demanda en los hechos que a continuación se sintetizan: 

2.1. Que por invitación que le hiciera la Alcaldía Mayor del Distrito Capital, el doctor Juan Andrés Carreño Cardona, abogado debidamente acreditado para el ejercicio profesional, presentó propuesta para atender diferentes procesos judiciales que cursaban contra esa entidad ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y ante los Juzgados Laborales del Circuito, por unos honorarios equivalentes a $2’000.000.oo, para cada uno, considerando que se le adjudicarían 200 procesos.

2.2.  Mediante comunicación de 27 de octubre de 1997, el Distrito Capital de 

Bogotá – a través de la Secretaría General, le notificó al doctor Carreño, que se contrataban sus servicios profesionales para atender 200 procesos a razón de $2’000.000 por la atención de cada uno, sin incluir recursos extraordinarios.  En el 

mismo acto administrativo se le puso de presente que los pagos se harían por etapas, de acuerdo con las disponibilidades presupuestales y se le informó que para la vigencia fiscal de 1997, se le pagarían $600.000 que correspondían a cada contestación de demanda.

2.3. El 7 de noviembre de 1997 entre la Alcaldía Mayor de Santafé de Bogotá D.C., y el doctor Juan Andrés Carreño, se suscribió el Contrato de Prestación de Servicios No. 123, mediante el cual el contratista se obligó a actuar como apoderado judicial del Distrito Capital de Bogotá en 200 procesos contencioso administrativo, aclarando que se le pagarían como honorarios la suma de $120’000.000 por contestar las demandas.

2.4. El 10 de diciembre de 1997 las partes suscribieron otrosí al contrato de prestación de servicios antes mencionado con el objeto de acordar que si por cualquier circunstancia no fuera posible contestar alguna o algunas de las demandas, los honorarios se abonarían al contratista por la atención de igual número de procesos nuevos. 

2.5. En desarrollo del contrato No. 123, el Distrito Capital de Bogotá otorgó al doctor Juan Andrés Carreño Cardona, sendos poderes para la representación en los procesos ante la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, los cuales fueron identificados por el demandante en el presente proceso, mediante una relación de expedientes que incorporó en los hechos de la demanda.
.

2.6. Concordante con lo anterior, el abogado demandante atendió todas las gestiones procesales derivadas de los procesos relacionados anteriormente, desarrollando su actividad profesional hasta la fecha en que, en forma intempestiva y sin notificar, le fueron revocados los poderes.

2.7. El Distrito Capital de Bogotá tanto tenía pleno conocimiento de la representación judicial que ejercía el demandante, como quiera que rindió informes periódicos, como se puede apreciar en las comunicaciones de 30 de enero, 27 de marzo, 7 y 24 de abril, 9 de junio, 24 de julio y 3 de noviembre de 1998. 

2.8. El 3 de noviembre  de 1998 el doctor Juan Andrés Carreño Cardona, allegó a la oficina de contratos de la Alcaldía Mayor de Santafé de Bogotá, certificado de renovación de póliza de cumplimiento expedida por la Compañía Mundial de Seguros S.A., prorrogando su vigencia hasta el 7 de julio de 1999.

2.9. En el mes de febrero de 1999 la dirección de la Oficina de Asuntos Judiciales, sin que mediara justificación alguna, procedió a informar que los poderes conferidos al doctor Juan Andrés Carreño Cardona, fueron revocados, comunicándole esta decisión a través del oficio 3020-No 1661 del 3 de febrero de 1999, invitándolo a la liquidación del contrato., lo que implica una terminación unilateral del contrato sin el cumplimiento de los requisitos y causas exigidas en el artículo 17 de la Ley 80 de 1993.

2.10. El 30 de agosto de 1999, en forma extemporánea, el Distrito Capital de Bogotá elabora un proyecto de acta de liquidación del contrato al doctor Juan Andrés Carreño Cardona, la cual no fue aceptada por éste, tal como hizo constar en las comunicaciones que se anexan. 

3.- Actuación Procesal
3.1.- Mediante auto de 22 de agosto de 2000
, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Tercera – Subsección B -  admitió la demanda y dispuso la notificación personal al Alcalde Mayor de Santafé De Bogotá;  al Agente del Ministerio Público; ordena la fijación en lista y reconoció personería al apoderado  judicial de la parte demandante.

3.2 Contestación de la demanda.
3.2.1. La parte demandada guardó silencio.

3.3.- Por auto de fecha 6 de febrero de 2001
, se abre el periodo probatorio y por auto fechado 19 de noviembre de 2002
, se ordena correr traslado a las partes para alegar de conclusión.

3.3.1.- La parte demandada en escrito presentado el día 06 de diciembre de 2002
, alega de conclusión diciendo que, “[…] Obviamente que, como lo afirma el actor, el Distrito Capital le otorgó los correspondientes poderes, sin los cuales el profesional del derecho no hubiera podido actuar ante los estrados judiciales. Pero también es lógico, natural y obvio que tales memoriales – poderes no tenían por qué manifestar de manera expresa que se conferían únicamente para efectos de contestar las demandas incoadas contra la entidad contratante.

Es cierto que el actor en el presente proceso y en ese entonces contratista del Distrito Capital, debió rendir ciertos informes periódicos a la entidad contratante, como era su obligación. También es cierto que el contratista aportó las garantías a las que estaba obligado. 

La entidad contratante, por razones de política administrativa y encontrando que ya se había vencido el término pactado, el cual había sido consagrado en la cláusula quinta, decidió prescindir de los servicios profesionales del doctor Carreño  Cardona y lo invitó en consecuencia, a liquidar de común acuerdo el contrato con él celebrado, sin obtener la colaboración del requerido para el efecto.

En consecuencia con la decisión administrativa adoptada se procedió a revocar los poderes correspondientes, lo cual no tiene nada de anómalo o anormal en tratándose de un mandato para representación judicial, eminentemente revocable.

“[…]”    
3.3.2.- Así mismo, la parte demandada en escrito presentado en la misma fecha - 06 de diciembre de 2002-
, reiterando los argumentos esgrimidos en el escrito de demanda.
El Ministerio Público guardó silencio

4.- La sentencia apelada. 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera – Subsección B, en sentencia proferida el 10 de septiembre de 2003
,  niega las pretensiones de la demanda.
El  a quo, luego de relatar los antecedentes del proceso, de analizar el material probatorio existente en el proceso concluye diciendo que “[…] la sala considera demostrados varios hechos, a saber: la existencia del contrato de prestación de servicios No 123 del 7 de noviembre de 1997 cuyo objeto fue la contestación de 200 demandadas por un valor total de $ 120.000.000.oo que se pagarían cuando se ejecutara el contrato.

De acuerdo a la información suministrada por el mismo contratista el 3 de diciembre de 1998 se demostró la ejecución parcial del contrato, presentando 66 carpetas abiertas, una para cada proceso. Y que la entidad le informó al demandante el 3 de febrero de 1999 que por vencimiento del plazo se revocarían los poderes.

[…]

No obstante, no dice la demanda en que consiste el incumplimiento de la entidad. […] según se observa en el contrato de prestación de servicios No 123 la única obligación de la demanda era el pago de los honorarios, sin embargo, nada dice la demanda sobre la forma como pudo incumplirse esta obligación. Del acervo probatorio allegado no se infiere hecho alguno que demuestre incumplimiento. En efecto, solo está probado una relación contractual por la cual el contratista debería dar contestación judicial a 200 procesos iniciados en contra de la Alcaldía Mayor de Bogotá y como contraprestación recibiría la suma de $ 120.000.000.oo. No demostró el demandante haber cumplido con la ejecución total del contrato como tampoco demostró que la contratante hubiere incumplido su obligación de pago.

Solicita también la demanda como pretensión subsidiaria la declaración del desequilibrio de la ecuación financiera, pero tampoco relaciona hecho alguno por el cual se expusiera en que consistió el desequilibrio, la forma como éste se presentó o, por lo menos, que hechos pudieron producir ese desajuste. Nada dice la demanda al respecto.

“[…]”

5.- El recurso de apelación.
El 23 de septiembre de 2003, la parte demandante interpone recurso de apelación,
 solicitando se revoque la sentencia de primera instancia  y en su lugar, se acceda a las súplicas de la demanda. 

El apoderado de la parte demandante sustenta el recurso de apelación, relatando los antecedentes del proceso y diciendo que “[…] La revocatoria de los poderes realizada por la entidad contratante en forma injustificada y desconociendo abiertamente lo estipulado en el contrato es un hecho que está probado en el proceso y que implica el incumplimiento de las obligaciones por parte de la citada entidad, como quiera que al hacerlo se impidió la ejecución del contrato celebrado entre las partes.

Si el Tribunal hubiese examinado estos hechos y las pruebas que obran en el expediente indudablemente habrían llegado a la conclusión de que la entidad demandada, en efecto, incumplió el contrato. Y la declaración de incumplimiento era una declaración que el Tribunal debía realizar independientemente de si ella comportaba o no el pago de perjuicios para el actor.

El hecho de que la entidad contratante hubiese realizado el pago total de los honorarios pactados en el contrato, no impedía al Tribunal declarar, tal y como se pidió en las pretensiones de la demanda, que la citada entidad desatendió sus compromisos contractuales.

Esta simple declaración implica para el demandante una importante consecuencia jurídica, que está relacionada con la imposibilidad para la entidad demandada de solicitar el reembolso de los honorarios pagados. Porque, si bien es cierto que no pudo cumplirse con el objeto estipulado en el contrato, también es cierto que ello fue consecuencia exclusiva de la conducta de la entidad contratante consistente en revocar los poderes otorgados.

“[…]”
6.- 
Actuación en segunda instancia. 

6.1. El recurso fue admitido el 28 de noviembre de 2003
  y luego por auto de 30 de enero de 2004  se ordenó el traslado para alegar
, término dentro del cual  la parte demandante
 reitera los argumentos que ha venido esgrimiendo a lo largo del proceso, en el sentido de señalar que, “…la  revocatoria de los poderes realizada por la entidad contratante en forma injustificada y desconociendo abiertamente lo estipulado en el contrato es un hecho que está probado en el proceso y que implica el incumplimiento de las obligaciones por parte de la citada entidad, como quiera que al hacerlo se impidió la ejecución del contrato celebrado entre las partes…”.

6.2. La parte demandada y el ministerio público guardaron silencio. 
7.- CONSIDERACIONES DE LA SALA.
Esta Subsección procederá  a analizar i) Competencia; ii) los hechos probados en el proceso   iii) Naturaleza jurídica de los contratos y el estudio del caso concreto. 

7.1. La competencia para conocer del caso objeto de estudio

El Consejo de Estado es competente para conocer del presente asunto en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en un proceso iniciado en ejercicio de la acción de controversias contractuales con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que, conforme a lo dispuesto por el artículo 132 y el artículo 265 del Código Contencioso Administrativo -modificado por el artículo 4º del Decreto 597 de 1988- aplicables en el sub examine, la cuantía exigida para que un asunto de esta naturaleza fuera conocido en primera instancia por los tribunales administrativos,  para la época de presentación de la demanda - 18 de julio  de 2000
 –, era de $ 26.390.000.oo y en el presente caso, la parte actora estimó los perjuicios materiales por concepto de indemnización de perjuicios en la suma de $ 280.000.000.oo.
.
7.2. Los hechos probados en el proceso  
A continuación se relacionan las pruebas documentales aportadas en el presente proceso:

7.2.1.
Comunicación de 27 de octubre de 1997 suscrita por la Secretaria General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, dirigida al doctor Juan Andrés Carreño Cardona, la cual es del siguiente tenor:

“Doctor

JUAN ANDRÉS CARREÑO CARDONA

LA CIUDAD

Apreciado Doctor:

Estudiadas las diferentes propuestas para atender procesos que en contra de Santa Fe de Bogotá, D.C, cursan en el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y en los Juzgados del Circuito Laboral, por supresión de cargos en entidades distritales, o por solicitud de nivelación salarial, la administración reconocerá honorarios a razón de Dos Millones de Pesos ($2’000.000.000,oo) por proceso, sin incluir recurso extraordinario; sin embargo la administración lo contratará para atender los procesos por etapas, de conformidad con las disponibilidades presupuestales de la respectiva vigencia fiscal.

Con recursos de la vigencia fiscal de 1997, la administración puede contratar sus servicios por contestar las demandas correspondientes a doscientos procesos y reconocerle como honorarios por cada contestación de demanda la suma de ($600.000,oo).

En el caso de que por cualquier circunstancia no sea posible contestar alguna o algunas de las demandas, los honorarios recibidos se causarán por la atención durante 1998 de un número de procesos igual al número de demandas no contestadas o contestando las demandas de nuevos procesos, para lo cual se otorgarán los respectivos poderes.

Si usted, lleva el proceso hasta la culminación de la primera y/o segunda instancia, las sumas recibidas por la atención de cada una de las etapas, se abonarán al valor total de los honorarios señalados anteriormente.

Cordialmente

Sylvia Forero de Guerrero

Secretaria General “

7.2.2.
Contrato de “Prestación de servicios No. 123 celebrado el 07 de noviembre de 1997, entre el Distrito Capital – Alcaldía Mayor – Secretaría General y Juan Andrés Carreño Cardona
. 

Del contrato en referencia extractamos las siguientes cláusulas:

7.2.2.1. En la cláusula primera del referido contrato, se dispuso lo siguiente: “OBJETO.- El contratista se compromete para con la Alcaldía Mayor – Secretaría General a actuar como apoderado en representación del Distrito Capital para contestar las demandas correspondientes a doscientos (200) procesos contencioso administrativos, de conformidad con los poderes que se le otorguen. PARAGRAFO: La Alcaldía Mayor – Secretaría General podrá adicionar, modificar y prorrogar el presente contrato”.
[…]

“TERCERA: VALOR.- Para todos los efectos legales y fiscales el valor del presente contrato es de CIENTO VEINTE MILLONES DE PESOS ($120’000.000) por contestar las demandas. 

CUARTA: FORMA DE PAGO.- El Distrito Capital – Alcaldía Mayor – Secretaria General – reconocerá por honorarios profesionales el valor total del contrato, una vez ejecutado, previa aprobación del proyecto de contestación de las demandas por parte de la Oficina de Asuntos Judiciales.

QUINTA: PLAZO.- La duración del presente contrato será por el tiempo necesario para la ejecución total del objeto estipulado en el presente contrato. 

[…]

SEXTA.- CESIÓN: El presente contrato no podrá cederse sin la previa autorización expresa y escrita del Distrito Capital – Alcaldía Mayor – Secretaria General.

[…]

DÉCIMA SEGUNDA.- TERMINACION, MODIFICACIÓN E INTERPRETACION UNILATERALES: Es entendido que son aplicables al contrato los principios de terminación, modificación e interpretación unilaterales se acuerdo a las causales y procedimientos establecidos en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley 80 de 1993. 

[…]

VIGESIMA: VIGENCIA.- El presente contrato tendrá una vigencia igual al plazo establecido en la cláusula quinta y cuatro (4) meses”. 

7.2.3.
Documento contentivo del “Otrosí aclaratorio al contrato de prestación de servicios No 123 del 7 de noviembre de 1997 celebrado  entre el Distrito Capital – Alcaldía Mayor – Secretaría General y Juan Andrés Carreño Cardona.
., suscrito el 10 de diciembre de 1997, en el cual se convino adicionar la cláusula primera del citado contrato, en el sentido de establecer una prórroga automática por 12 meses en el evento de otorgamiento de poderes para procesos nuevos que sustituyeran los correspondientes a los casos de demandas que no se hubiesen podido contestar, así:

“PARAGRAFO: En el caso de que por cualquier circunstancia no fuere posible contestar alguna o algunas de las demandas conforme a los poderes otorgados, los honorarios recibidos se abonarán o acreditarán al Contratista por la atención de igual número de procesos durante 1998, o contestando las demandas de procesos nuevos para lo cual se otorgarán los respectivos poderes; en el evento de procesos nuevos el plazo automáticamente se prorrogará por doce (12) meses más y en consecuencia el contratista ampliará la garantía  única y presentará ante la Oficina de Asuntos Judiciales informes bimestrales del estado en que se encuentren los procesos con sus respectivas actuaciones...” 
7.2.4.
Oficio No. 3020 - 441, dirigido al doctor Juan Andrés Carreño Cardona, a través del cual el Director de la Oficina de Asuntos Judiciales de la Alcaldía Mayor de Bogotá, le solicita rendir el informe mensual de las demandas que le han sido asignadas, el día 13 de cada mes, en diskette, incluyendo en este las que fueron rechazadas por el tribunal y caducidad de la acción, lo mismo que los procesos que le fueron asignados para presentar alegatos de conclusión.

7.2.5.
Comunicaciones radicadas el 30 de enero, 27 de marzo, 7 y 24 de abril, 9 de junio, 24 de julio de 1998, dirigida por el doctor Juan Andrés Carreño Cardona al Director de la Oficina de Asuntos Judiciales de la Alcaldía Mayor de Bogotá, en la cual manifiesta anexar los informes correspondiente a los  procesos que le fueron asignados y que cursan en su oficina.
 

7.2.6.   Oficio No. 3020  de 10 de noviembre de 1998, suscrito por el Director de la Oficina de Asuntos Judiciales de la Alcaldía Mayor de Bogotá, con destino al doctor Juan Manuel Carreño Cardona, en el cual se le relacionan las demandas adicionadas para su respectivo trámite, las cuales fueron notificadas el 6 de noviembre de 1998.
 

7.2.7. Oficio No. 3020 – 2667 -, suscrito por el Director de la Oficina de Asuntos Judiciales de la Alcaldía Mayor de Bogotá, con destino al doctor Juan Manuel Carreño Cardona, en el cual se le solicita de carácter urgente el envío a esa dirección de “las carpetas contentiva del archivo de todos los procesos a su cargo, dichos expedientes deben tener como mínimo copia del traslado de la demanda, copia del poder, copia donde hayan sido presentados alegatos de conclusión, copia de las sentencias donde se haya dictado fallo, copia de los recurso de apelación presentados y copia del auto de archivo del proceso donde haya ocurrido este fenómeno…”
. 

7.2.8.  Comunicación radicada el 3 de diciembre de 1998, dirigida por el doctor Juan Andrés Carreño al Director de la Oficina de Asuntos Judiciales de la Alcaldía Mayor de Bogotá, por medio de la cual da respuesta al oficio relacionado en el numeral precedente.

7.2.9.  Oficio No. 3020 – 1661 radicado el 3 de febrero de 1999
, suscrito por el Director de la Oficina de Asuntos Judiciales de la Alcaldía Mayor de Bogotá, con destino al doctor Juan Manuel Carreño Cardona, en el cual le comunicó que, “En virtud del vencimiento del contrato de la referencia y siguiendo instrucciones de la Subsecretaria de Asuntos Legales de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, me permito informarle que esta Dirección revocó los poderes conferidos en los procesos a Usted asignados.
Por tal razón, le solicito comunicarse al día siguiente del recibo de esta, a la Dirección de Asuntos Judiciales (teléfono 2810150 0 2846303) con el doctor CESAR MENDEZ DIAZ, a efectos de iniciar la liquidación del contrato.”
7.2.10. Oficio No. 3020 – 4646 suscrito por el Director de la Oficina de Asuntos Judiciales de la Alcaldía Mayor de Bogotá, mediante el cual remite al doctor Juan Andrés Carreño Cardona para su firma,  el acta de liquidación del Contrato No 123 y devolverla en un término no superior a 3 días con las observaciones correspondientes.
 

7.2.11. Acta de Liquidación del Contrato No. 123, en la cual se consignó el siguiente estado financiero
: 

	1. Valor Total del Contrato 
	                 $120’000,000

	2. Valor Ejecutado
	                        $ 337.200.000.00

	3. Valor Pagado
	                        $ 120’000,000.00

	4. Saldo a Favor de la Secretaría General  (1 – 2)
	                     $ 82.80.000.00 




“Vencido el término de ejecución sólo contestó 62 de las 200 demandas a que hacía referencia la cláusula primera del contrato ni logró atender igual número de procesos. En tal sentido el contratista contestó según relación anexa que forma parte de la presente acta de liquidación, 41 demandas y atendió durante 1998, 62 procesos para un total de 62 actuaciones.

De acuerdo con el trabajo ejecutado, el valor final del contrato asciende a la suma de $ 82.800.000.oo. Se deja constancia que el contratista ha recibido la suma de $ 1220.000.000,00 (sic) por concepto de la ejecución del contrato No 123 quedando a favor de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, un saldo pendiente de $ 82.800.000.oo el cual una vez cancelado permita que las partes se declaren a paz y salvo por todo concepto”.”

7.3. Naturaleza jurídica de los negocios jurídicos celebrados y caso concreto

Es verdad sabida que para la consecución de los fines estatales, la contratación es uno de los recursos más importantes para alcanzarlos. Dentro de la autonomía de la voluntad que tiene la administración para contratar, es preciso señalar que la contratación estatal constituye una función reglada, en razón a que debe someterse a las estipulaciones legales sobre el particular, para la consecución de los fines estatales.

Como en el sub lite, lo que pretende el demandante es la declaratoria de incumplimiento de las obligaciones pactadas  en el contrato de prestación de servicios n° 123 del 7 de noviembre de 1997, cuyo objeto consistía por parte del contratista en la contestación de 200 demandas en 200 procesos contencioso administrativos, “de conformidad con los poderes que se le otorguen”, poderes que aparecen dentro de los respectivos procesos, los cuales fueron aceptados expresamente por el demandante.

En el caso materia de análisis, se observa que  el negocio fundamental, del cual se derivó la representación judicial del Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C.,  ejercida por el doctor Juan Andrés Carreño Cardona lo constituyó el contrato de prestación de servicios No. 123 de 07 de noviembre de 1997 y el otrosí suscrito el 10 de Diciembre de 1997, celebrado entre los antes citados. 

El contrato de prestación de servicios se encuentra  regulado en el numeral 3º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, y fue celebrado con el doctor Carreño Cardona persona poseedora de conocimientos especializados en la materia objeto del mismo, para atender la representación judicial del Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., figura jurídica de frecuente utilización por las entidades públicas, las cuales acuden a los servicios profesionales de abogados externos que posean el conocimiento y la experiencia necesarias, para que los representen en procesos judiciales impetrados en su contra.

La legislación colombiana ha regulado el contrato de prestación de servicios, en distintas normas, a saber: 

 “Son contratos de prestación de servicios, entre otros, los de asesoría o de asistencia de cualquier clase; realización de estudios, distintos de los de obras públicas; representación judicial; y rendición de conceptos”. (Decreto 150 de 1976).

Artículo 164. Decreto 222 de 1983. “Son contratos de  prestación de servicios, entre otros, los de asesoría de cualquier clase, representación judicial, rendición de conceptos, servicios de salud distintos de los que celebren las entidades de previsión social; edición, publicidad sistemas de información y servicios de procesamiento de datos, agenciamiento de aduanas, vigilancia, aseo;  mantenimiento y reparación de maquinaria, equipos, instalaciones y similares. 

Los contratos de consultoría no quedan sujetos a las normas de este capítulo”. 

Artículo 32 de la Ley 80 de 1993. “Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”.    

A la luz de las normas en cita, para la Sala es claro que en este evento, estamos ante la concurrencia de un contrato de prestación de servicios que obligaba recíprocamente a las partes contratantes, y el de representación, el cual obligaba en particular al demandante a ejercer la representación judicial del Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., representación judicial que desempeñó el demandante Juan Andrés Carreño Cardona en algunos de los procesos, derivadas de la ejecución del contrato de prestación de servicios No. 123 celebrado entre los contratantes el 07 de noviembre de 1997. 

De otra parte advierte la Sala, que la representación judicial del Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C.,  fue una de las obligaciones adquiridas por el abogado Juan Andrés Carreño Cardona al suscribir el contrato de prestación de servicios antes relacionado, según lo prescribe la cláusula primera en los siguientes términos: 

 “OBJETO.- El contratista se compromete para con la Alcaldía Mayor – Secretaría General a actuar como apoderado en representación del Distrito Capital para contestar las demandas correspondientes a doscientos (200) procesos contencioso administrativos, de conformidad con los poderes que se le otorguen. PARAGRAFO: La Alcaldía Mayor – Secretaría General podrá adicionar, modificar y prorrogar el presente contrato”.
Es decir, que dicho contrato tenía por objeto que el abogado Juan Andrés Carreño Cardona prestara al Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., asistencia judicial para contestar las demandas correspondientes a doscientos (200) procesos contencioso administrativos, de conformidad con los poderes que se le otorguen. Según lo convenido en las cláusula transcrita, el medio para materializar la representación judicial del contratante era a través del otorgamiento de poderes individuales. 

Aquí es necesario precisar, que la inclusión de la cláusula de terminación unilateral en los contratos de prestación de servicios, es facultativa, es atribución de la autonomía de la voluntad de las partes consignarla o no y si no estuviere pactada expresamente no podrá invocarse, ni ejercerse. En  cambio en aquellos contratos de prestación de servicios en los cuales la facultad de terminación unilateral se hubiere pactado, la Administración estaría facultada para expedir el acto administrativo correspondiente y ejercer ese poder de terminación unilateral, lo cual deberá hacerse en la forma y términos que la mencionada ley establece.
.

La jurisprudencia de la Sección Tercera, ha precisado que, si lo que se busca es el reconocimiento de perjuicios, generados por la ilegalidad de la decisión de terminación anticipada y unilateral del contrato, el particular afectado por el referido acto administrativo de terminación unilateral del contrato de prestación de servicios debe integrar en su demanda la pretensión de nulidad del acto con la de indemnización por incumplimiento, toda vez que el acto administrativo de terminación unilateral está amparado por la presunción de legalidad y debe ser removido en sus efectos jurídicos si se quiere abrir paso a la pretensión de indemnización del perjuicio ocasionado por el acto ilegalmente expedido.

Sin embargo, descendiendo al caso concreto, se observa que el actor confunde o entremezcla las figuras jurídicas del contrato de prestación de servicios y el negocio de la representación, cuando son figuras jurídicas distintas. 

Veamos: El demandante, alega que el demandado Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., dio por terminado, sin justa causa y en forma arbitraria sin notificar,  el contrato de prestación de servicios a que se contraen las peticiones anteriores y que con fundamento en las anteriores declaraciones se condene al Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C., a indemnizar a mi mandante la totalidad de los perjuicios que se le irrogaron por el incumplimiento e injusta terminación del contrato de prestación de servicios de que trata el oficio de Octubre 27 de 1997, el contrato No. 123 de 07 de noviembre de 1997 y el otrosí suscrito el 10 de Diciembre de 1997.

Para la Sala, es evidente que el contrato de prestación de servicios No 123 suscrito entre el demandante y la entidad demandada nunca se “dio por terminado, sin justa causa y en forma arbitraria”, como lo afirma el demandante,  porque si bien es cierto que las partes pactaron dentro de ese contrato las cláusulas de terminación, modificación e interpretación unilaterales, “en los términos de los artículos 15, 16 y 17 de la Ley 80 de 1993”, del análisis de los hechos se concluye que no hubo lugar a la aplicación de la referida cláusula dentro del contrato de prestación de servicios, en razón a que no se presentó ninguno de los eventos consagrados en las disposiciones citadas.

A contrario sensu, - aquí la confusión del demandante – el negocio que se dio por terminado por el Distrito Capital, fue el que se derivó del contrato de prestación de servicios, o sea el de la representación que se le otorgó al demandante, entendida esta como “Lo que una persona ejecuta a nombre de otra” – art. 1505 del cc -, al considerar el Distrito Capital que la revocatoria de la representación o de los poderes otorgados era procedente ejercerla en cualquier momento.

Como ya se dijo en líneas anteriores, para la Sala es claro que en el sub lite si bien es cierto que  estamos ante la concurrencia de dos negocios jurídicos, cada uno de ellos tiene naturaleza propia y aspectos disimiles.  Uno es el contrato de prestación de servicios No 123 de 07 de noviembre de 1997 que obligaba recíprocamente a las partes contratantes, y otro es la figura jurídica de la representación, el cual obligaba en particular al demandante a ejercer la representación judicial del Distrito Capital de Santafé de Bogotá D.C.

Se acordó como objeto del contrato de prestación de servicios No 123 “la representación del Distrito Capital para contestar las demandas de los 200 procesos, contencioso administrativo, de conformidad con los poderes que se otorguen”,  es decir, que de conformidad con la cláusula transcrita, el medio para materializar la representación judicial del demandante era el otorgamiento de poderes individuales, de los cuales dan cuenta los poderes relacionados en el numeral 7.2.12., del capítulo de “hechos probados”. 

En ejercicio de estos poderes el contratista actuó dentro de los distintos procesos que se seguían contra el Distrito Capital, presentando en algunos de ellos escritos de solicitud de perención del proceso, y en otros de contestación de demanda; y en algunos de ellos no se ejerció ninguna actuación.

Está probado igualmente que  el Distrito Capital de Bogotá después de haber evaluado las propuestas presentadas, consistió en fijar la suma de $2’000.000 como honorarios por proceso judicial atendido; y se decidió contratar al abogado para la atención de los procesos por etapas, de acuerdo con las disponibilidades presupuestales; decidió contratar en la vigencia de 1997 la prestación de los servicios profesionales relacionados con la contestación de las demandas en 200 procesos judiciales y reconocer honorarios de $600.000 por cada contestación.

Se determinó que los honorarios pagados en relación con las demandas que no fuere posible contestar durante 1998, se aplicarían a la atención de un número igual de procesos nuevos. Así mismo se señaló que el abono de las sumas recibidas se aplicaría respecto de los honorarios totales, si el apoderado llevaba el proceso hasta la culminación de la primera y/o segunda instancias.
A través de la comunicación de octubre 27 de 1997, se le informó por parte del Distrito Capital al doctor Juan Andrés Carreño Cardona, su decisión de seleccionarlo para contratar con él sus servicios profesionales de representación en 200 procesos judiciales, identificados por el tema de la controversia, así: las demandas que cursan contra el Distrito Capital “por supresión de cargos en entidades distritales, o por solicitud de nivelación salarial”, para los cuales se aprobaron unos honorarios de $2’000.000 por proceso, puntualizado que la contratación se ceñía a la vigencia fiscal de 1997, con base en las disponibilidades presupuestales de ese año, a razón de $600.000 por la contestación de cada demanda.

Mediante el contrato No. 123 del 7 de noviembre de 1997, se acordó como objeto la “representación del Distrito Capital para contestar las demandas de los 200 procesos, contencioso administrativo, de conformidad con los poderes que se le otorguen” asunto que reviste particular y especial importancia si se tiene en cuenta que las facultades del apoderado y por lo tanto el alcance de la gestión se habrían de definir mediante el contenido de los respectivos poderes.

Así mismo se probó que la Secretaría General del Distrito Capital de Bogotá o el Director de Asuntos Judiciales otorgó 55 poderes que igualmente fueron aceptados por el apoderado con fecha de presentación personal el 12 de diciembre de 1997 ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, todo con el siguiente alcance:

“(…) respetuosamente manifiesto que confiero poder amplio y suficiente al doctor JUAN ANDRES CARREÑO CARDONA, domiciliado en esta ciudad, identificado con la Cédula de ciudadanía No 2.945.264 expedida en Bogotá, abogado portador de la tarjeta Profesional No 4.977 del C. S: de la J., para que ejerza la Representación Judicial del Distrito Capital en el proceso de la referencia.

El apoderado queda facultado para recibir, notificarse de la demanda y de las providencias que se produzcan en desarrollo del proceso, sustituir, reasumir, conciliar, transigir y en general con todas las atribuciones inherentes al presente mandato conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil.

Sírvanse Reconocerle Personería.

De los Honorables Magistrados

(…)

(Firmado)

Acepto,

Juan Andrés Carreño Cardona (Firmado)

C.C. 2.945.264 de Bogotá

T.P. 4.977 del C.S.J.”

Del estudio del contrato No 123 de 1997, de los poderes otorgados en desarrollo del objeto contractual, para la Sala no existen elementos de juicio suficientes para concluir que la relación contractual contenida en el referido contrato se hubiese incumplido, toda vez que la terminación unilateral del contrato no tuvo ocurrencia respecto al contrato de prestación de servicios; sino que dicha terminación opera dentro del negocio de representación, o sea, en donde el abogado se comprometía a la representación del Distrito Capital, de acuerdo con los poderes otorgados y los cuales fueron revocados. 
Sin embargo, se advierte tal como se dijo en otro aparte de esta providencia, que, una cosa es el contrato de prestación de servicios que se regula por las normas sustanciales atinentes a tal clase de contrato y otra muy distinta, la representación judicial que se otorga al abogado para la representación procesal, porque el poder que se otorga a un abogado es “intuitus personae , que se funda en el poder de postulación y puede ser revocado o renunciado por muchas causas.

De ahí que la doctrina tenga entendido que, “Por otro concepto, ha de tenerse en cuenta que las personas jurídicas demandan una representación propia de su naturaleza, la denominada representación orgánica, distinta de la representación ordinaria; y también ha de advertirse que en algunos ámbitos y para determinados menesteres, la ley impone la representación y califica restrictivamente la posibilidad de ejercerla. Tal el caso de la representación judicial y, por extensión, el de muchas gestiones ante la administración pública: “Las personas que hayan de comparecer al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito […]
” (art. 63 c. de p.c.). 

En efecto: el poder que se le otorga a un abogado para la atención de uno o varios procesos judiciales conlleva la facultad expresa de representación y requiere de un escrito dirigido al juez del conocimiento, y presentación  personal ante la secretaria del juzgado o ante notario. Sin embargo, el poder que constituye una facultad de representación voluntaria que se le confiere al representante, y la procuración que es negocio unilateral, se encuentran siempre asociados a un negocio jurídico previo ó simultáneo,  entre otros,  el contrato de prestación de servicios o el propio contrato de mandato por el cual el representante y el representado regulan las relaciones que nacen entre ellos.

Al respecto ha dicho la doctrina: 

“El poder es simplemente la facultad conferida a un intermediario de actuar en nombre de la persona interesada en la celebración de algún negocio  y de manera general,  en la emisión o recepción  de alguna manifestación de voluntad; o dicho en otros términos el poder es la facultad de representación. El poder por sí solo no obliga al apoderado a actuar, apenas autoriza a representar al interesado. 

Dicha facultad puede emanar de la ley o de  la voluntad del propio interesado. … Para la representación voluntaria, en cambio, el propio interesado confiere el poder al representante, en virtud de un negocio jurídico unilateral  que se denomina apoderamiento, o acto de apoderamiento o  procuración… Es aquí en la representación voluntaria donde residen la mayoría de las confusiones doctrinales  e imprecisiones legales atañederas a la representación […].

En la representación voluntaria, la procuración, que es un negocio unilateral y el poder, que es una facultad, por regla general no se dan solos, sino asociados a otro negocio jurídico, previo o simultáneo, por el cual el representante y el representado regulan las relaciones que nacen entre ellos con motivo de la existencia y  el ejercicio del poder y el representante se obliga a ejercerlo.  Se llama negocio fundamental o relación fundamental. Puede ser y en la mayoría de los casos es un mandato, es decir un contrato por el cual   el mandatario se obliga a gestionar uno o más negocios por cuenta y riesgo del mandante ( Código Civil Art. 2142 y s.s. ) pero puede ser también un contrato de sociedad,  en cuanto se refiere a los gerentes o el contrato de trabajo …Entonces coexisten la procuración, el poder y el contrato fundamental que se otorgan simultáneamente… por eso los propios autores suelen pensar que solo han celebrado un negocio .  Pero son dos y no deben confundirse. 

Para distinguir los tres fenómenos con toda nitidez basta pensar en la esencia de cada cual. Por ejemplo, la procuración o acto de apoderamiento es un negocio jurídico unilateral del poderdante que solo crea  facultades; mientras que el poder es una mera facultad; y el mandato un negocio bilateral, un contrato, que no crea simples facultades sino obligaciones en especial las del mandatario de obrar por cuenta y riesgo ( pero no necesariamente en nombre) del mandante.  

“…Si se quiere ver gráficamente la diferencia, piénsese  en el ejercicio judicial de la profesión de abogado: la procuración, el negocio unilateral del cliente por el cual confiere al abogado el poder para un proceso, lo otorga aquél presentando personalmente al juzgado un memorial que se incorpora al expediente; mientras que el negocio fundamental, el contrato por el cual el abogado se obliga a representar a su cliente  y éste a pagar los honorarios, se hace constar en un documento privado, (ad probationem ) que el abogado conserva en su oficina. La distinción es tan radical  que pueden existir  la procuración y el poder desprovistos de todo negocio fundamental: así ocurre cuando el representado se limita a conferir la facultad  de celebrar en nombre suyo un negocio al representante sin que este se obligue a hacerlo ni entre los dos medie contrato alguno que defina  sus relaciones. En suma, la procuración y el poder son fenómenos  diferentes del negocio fundamental  y en buen grado autónomo frente a él.

Por eso se ha dicho que “No se puede forzar a nadie a confiar sus asuntos a un tercero o a prolongar una gestión tal por más tiempo del que se quiera. El mandante – o poderdante – ha de poder recobrar en cualquier momento la gestión de sus asuntos. El mandatario no tiene derecho alguno a llevar la gestión hasta el final, y esto aun admitiendo que en cuanto a la remuneración, puede tener un interés considerable en proseguir con el mandato. Estos intereses legítimos no son decisivos, porque el mandatario debe preferir los intereses del mandante, incluso a costa de los propios”.   La procuración no se confunde ni con el contrato de mandato, ni con el acto instrumental destinado a servir de prueba de dicho contrato. Es un acto jurídico distinto del contrato de mandato, aun cuando se apoya en él. Tiene la naturaleza de un acto unilateral.
”. 

Para la Sala es claro, de acuerdo con el material probatorio traído al proceso, en el caso materia de análisis, está demostrado que entre las partes contratantes se suscribió el contrato de prestación de servicios No 123, de donde se derivó el otorgamiento de varios poderes al doctor Juan Andrés Carreño Cardona, a través de los cuales se les dio la representación para que adelantara varias actuaciones judiciales. 

En consecuencia, el “poder de representación – y esto se predica y disciplina singularmente a propósito del mandato – a más de implicar de ordinario confianza especial hacia el gestor, fundamentalmente mira el interés del dominus (o del o los terceros envueltos en el apoderamiento). De ahí que siempre se le haya mencionado dentro de los actos de suyo revocables, al lado del testamento. (arts. 1270 ss c.c.).

[…] Pues como es bien sabido, el apoderamiento y la relación de gestión no se asimilan y, por el contrario, mantienen su autonomía, de manera que el poder se puede revocar, como también renunciar, con plenos efectos, conforme a su propia disciplina, quedando vigente la relación de base: mandato, sociedad, contrato de prestación de servicios dependiente o autónoma, agencia, etc.
”. 

De otra parte, es evidente, que si  una parte le revoca el poder a un abogado para continuar con la actuación judicial, lo cual se configura con la sola presentación en la secretaría del despacho del escrito que contiene la revocación del poder, lo anterior no implica que se le desconozca al abogado o no se le respete su derecho de acudir al trámite incidental para la regulación de los honorarios pendientes de definir, como quiera que la relación que surge entre el poderdante y su apoderado no genera una relación laboral y, “el servicio profesional prestado se remunera hasta lo actuado”.

 

Siempre se ha entendido y así lo reiteramos, que, la posibilidad de terminar el negocio de representación en forma unilateral, por renuncia o revocación, constituye una excepción al régimen general de terminación de los contratos, fundada en el carácter “intuitus personae”  de dicho negocio y por razón de la confianza que lo motiva.

De lo anterior deduce que la revocabilidad es de la esencia del negocio jurídico de la representación y la jurisprudencia ha reconocido que el poder puede ser revocado por el poderdante en cualquier momento, por tratarse un acuerdo basado en la confianza –sentencias de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria, del 17 de noviembre de 1970 y del 28 de noviembre de 1994-.

 

Es lógico que el legislador, dentro de su libertad de configuración legislativa, puede válidamente establecer diversos tipos de contratos y negocios jurídicos y, a su vez, señalar sus causas de terminación, de acuerdo a la naturaleza de unos y otros. Facultad que a su juicio fue ejercida en forma razonable por el legislador, por cuanto la revocación unilateral del poder es propia de un contrato fundado en la confianza.

 

Además, considera proporcional el criterio usado por el legislador, en cuanto la facultad de terminación unilateral se reconoce a ambas partes, sin que ello implique la extinción de las obligaciones surgidas durante la vigencia de la relación, pudiéndose incluso exigir la indemnización de perjuicios, cuando quien termina con la relación ha abusado de su derecho, o quebrantado el principio de la buena fe. En ese sentido, afirma, no se vulnera el principio de igualdad –artículo 13 C.P.-.

 

Todo lo expuesto encuentra fundamento en las expresiones consignadas en el artículo 69 del Código de Procedimiento Civil
, referentes a la revocación del poder y a la liquidación de los honorarios generados; el cual además  desarrolla las previsiones contenidas en los artículos 2189, 2190, 2191 y 2192 del Código Civil.

En conclusión hacer uso de la revocatoria del poder consagrada en el artículo 69 del Código de Procedimiento Civil, no implica una discriminación irrazonable e injustificada para una de las partes del negocio jurídico, ya que tanto el mandante o poderdante en este caso puede revocar el mandato o la representación, como el mandatario o apoderado renunciar al encargo –artículo 13 C.P.-.
Tampoco se está desconociendo el principio de la buena fe, pues la circunstancia de que la revocatoria sea unilateral no conlleva que se esté autorizando un acto abusivo. Igualmente, no se puede someter al poderdante a un proceso previo para que pueda revocar el poder  -como parece sugerirlo el actor- porque se estaría desconociendo la naturaleza de la relación que “[…] contiene en su esencia la facultad de revocarlo”.
En consecuencia, los poderes otorgados y aceptados reunieron las condiciones para constituir un negocio jurídico de representación, convenido en desarrollo del objeto del contrato de prestación de servicios No. 123. Para la Sala resulta claro que el Distrito Capital de Bogotá otorgó la representación judicial al ahora demandante para todo el proceso y  el hecho que la entidad demandada hubiese revocado los poderes otorgados al doctor Juan José Carreño Cardona con fundamento en el artículo 69 del Código de Procedimiento Civil, lo anterior no implica un incumplimiento del negocio jurídico celebrado o una discriminación irrazonable e injustificada para una de las partes que en él participaron, ya que el poderdante podía revocar el poder, como el abogado renunciar al encargo .

 
La actividad desarrollada por el doctor Juan Andrés Carreño Cardona, en ejercicio de la representación que le otorgó  el Distrito Capital, se concretó a lo siguiente:

	
	Número de Proceso 
	Actor
	Actividades Doctor Rafael Avendaño
	Actuación

	1
	44511
	Ana Lucia Peña Letrado 
	Aparece constancia suscrita por el Oficial Mayor del Tribunal Administrativo de Cundinamarca fechada 6/03/98 donde se dice que vencido el término de fijación en lista pasa con poder conferido al abogado Juan Andrés Carreño Cardona para representar a la entidad demandada.  Sin embargo dentro de los documentos allegados no aparece el poder; al igual que ninguna actuación del abogado.
	20/03/98 decretó pruebas. 25/11/99 fallo desestimó las pretensiones de la demanda. C. 3 pruebas.

	2
	44980
	José Teófilo Garay Gómez
	12/12/97 se otorga poder al doctor Carreño Cardona. 30/11/98, radica memorial solicitando perención del proceso.
	Director Oficina Asuntos Judiciales del Distrito revocó el poder  otorgado al doctor Juan Andrés Carreño Cardona. 08/02/2001 fallo desestimando las pretensiones de la demanda.  C. 3 pruebas

	3
	45781
	Alonso Herrera Galvis
	12/12/12.Se otorga poder al doctor Carreño Cardona. 30/11/98, radica memorial solicitando perención del proceso.
	Director Oficina Asuntos Judiciales del Distrito revocó el poder  otorgado al doctor Juan Andrés Carreño Cardona. 08/02/2001 fallo desestimando las pretensiones de la demanda.  C. 3 pruebas

	4
	46381
	Marixolanda Villarriaga Torres
	12/12/97 radicó poder, 21/09/98 contestó demanda.
	Director de la Oficina de Asuntos Judiciales del Distrito  revocó  poder otorgado al doctor Carreño Cardona. 31/05/2001 se profiere fallo declarando infundadas las excepciones y se reconoce personería apoderada entidad demandada.  C. 3 pruebas

	5
	46270
	Olegario Hernández Díaz
	Radicó poder, no se especifica fecha. Sin ninguna actuación del Apoderado. 
	07/05/99 Admite demanda. 21/07/2000 se abre a pruebas y reconoce personería al apoderado de la entidad demandada. 21/06/01 fallo niega las pretensiones de la demanda. C. 3 pruebas

	6
	44248
	Francisco Jiménez Angarita
	Radicó poder, no se especifica fecha. Sin ninguna actuación del Apoderado. 
	06/07/98 Auto requiriendo al apoderado de la parte actora, reconoce personería al apoderado de la entidad demandada. 22/02/01  declarando infundadas las excepciones; desestimando las pretensiones de la demanda y reconoce personería nueva abogada entidad demandada. C. 3 pruebas

	7
	45273
	Gonzalo García Rangel 
	12/12/97 Radicó poder. Contestó demanda.
	7/05/99 Decretan pruebas. Se reconoce personería al doctor Carreño Cardona y a su vez se acepta la revocatoria del poder que se le hace por parte del doctor Carrasquilla Coral. 31/08/00  se dicta sentencia declarando infundadas las excepciones y desestimando las pretensiones de la demanda. C. 3 pruebas.

	8
	45177
	Luís Felipe Camacho
	12/12/97  Radicó poder. 30/12/98 memorial  solicitando la perención. 
	15/04/99 auto decretando la perención del proceso y  se reconoce personería al doctor Carreño Cardona y a su vez se acepta la revocatoria del poder que se le hace por parte del doctor Carrasquilla Coral . C. 3 pruebas

	9
	45249
	Mery Vargas Rodríguez
	12/12/97 Radicó poder.  Sin ninguna actuación del Apoderado. No hay revocatoria de poder.
	15/04/99  auto decretando la perención del proceso de oficio. C. 3 pruebas.

	10
	45603
	Jorge Rodolfo Silva Niño
	12/12/97 Radicó poder.  30/12/98 memorial  solicitando la perención. 
	Director de la Oficina de Asuntos Judiciales del Distrito  revocó  poder otorgado al  Carreño Cardona. 13/07/00 se profiere fallo desestimando las pretensiones de la demanda. C. 3 pruebas.

	11
	46066
	Luís Eduardo García Gamba
	12/12/97 Radicó poder., Sin ninguna actuación del Apoderado. No hay revocatoria de poder.
	23/07/98 Auto inadmite la demanda. 4/02/99 niega recurso de súplica. 10/09/99 admite demanda. 16/08/00 auto decretando la perención de oficio. C. 3 pruebas. 

	12
	44531
	Ana Isabel Vargas González.
	Radicó poder, fecha ilegible. Sin ninguna actuación del Apoderado. 
	20/03/98 Auto decreta pruebas y reconoce personería apoderado entidad demandada.   25/11/99 Sentencia desestimando las pretensiones de la demanda. No hay constancia de revocatoria de poder. C. 4 pruebas.

	13
	46843
	Ignacio Bohórquez Usa
	12/12/97 Radicó poder. Contestó demanda.
	23/07/99 decretó pruebas y reconoce personería abogado entidad demandada.   15/02/01 sentencia desestima las pretensiones de la demanda y  reconoce personería  a nueva apoderada del Distrito. C. 4 pruebas.

	14
	45507
	Jaime Nelsón Cardozo Hernández 
	12/12/97 Radicó poder. Contestó demanda.
	19/02/98  Director de Asuntos Judiciales del Distrito revocó poder y el 05/03/99  se reconoce al doctor Carreño Cardona como apoderado y en consideración a que le  fue revocado el poder, se acepta la revocatoria y se  reconoció como apoderado al doctor Carrasquilla Coral. 23/11/200 sentencia  negando las excepciones  y desestimando las pretensiones de la demanda. C. 4 pruebas.

	15
	44944
	Elber Alirio Domínguez Almanzar
	12/12/97 Radicó poder. No realiza ninguna actuación. 
	 22/02/99  el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, otorga poder al doctor Juan Manuel Charry Ureña para representar al Distrito, el cual contesta la demanda. 07/09/00 sentencia negando excepciones y desestimó las pretensiones de la demanda. C. 4 pruebas.

	16
	46654
	Guillermo Ferrucho.
	12/12/97 Radicó poder. Contestó demanda.
	17/09/99 auto de pruebas y  se reconoce al doctor Carreño Cardona como apoderado y en consideración a que le  fue revocado el poder, se acepta la revocatoria y se  reconoció como apoderado al doctor Carrasquilla Coral.15/02/2001 sentencia  negando las  excepciones, se desestiman las pretensiones de la demanda y se reconoce personería a la doctora Claudia Patricia García Vargas como apoderada del Distrito. . C. 4 pruebas..

	17
	45429
	Germán Fernando Medina Ricaurte
	12/12/97 Radicó poder., 11/09/98 contestó demanda.
	31/01/98 auto inadmite demanda. 20/03/98 admitió demanda.  15/01/99 Director de Asuntos Judiciales revoca poder y otorga nuevo poder para representar al Distrito a la doctora Waldina Gómez Carmona, quien el 05/12/00 alega de conclusión.26/04/2001 sentencia  negando las  excepciones, se desestiman las pretensiones de la demanda y se reconoce personería a la doctora Gómez Carmona como apoderada del Distrito. . C. 4 pruebas.

	18
	46831
	Luís Antonio Bonilla Beltrán
	12/12/97 Radicó poder. 21/07/98 Contestó  demanda.
	20/11/98 auto de pruebas y  se reconoce al doctor Carreño Cardona como apoderado. 03/09/99 se requiere a la Secretaría del Tribunal para remisión de oficios  y en consideración a que le  fue revocado el poder, se acepta la revocatoria y se  reconoció como apoderado al doctor Carrasquilla Coral.14/06/2001 sentencia  negando las  excepciones y se desestiman las pretensiones de la demanda. C. 4 pruebas.

	19
	46690
	José de Jesús Esquivel
	12/12/97. Radicó poder. 21/07/98 Contestó  demanda.
	20/11/98 Auto decreta pruebas y reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 03/09/99 en consideración a la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, se acepta la revocatoria y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 14/09/2000 sentencia  niega las excepciones y  desestima las pretensiones de la demanda. C. 4 pruebas.

	20
	45393
	Aurora Rodríguez.
	12/12/97.Radicó poder. 14/09/98 Contestó  demanda.
	07/05/98 admite demanda. 05/04/99 Auto decreta pruebas y reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y en consideración a la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, se acepta la revocatoria y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. Alega de conclusión la doctora Waldina Gómez Carmona como apoderada del Distrito. 07/12/2000 sentencia  niega las excepciones y desestima las pretensiones de la demanda. C. 4 pruebas.

	21
	45261
	María del Carmen Castiblanco Robayo
	12/12/97.Radicó poder. 30/11/98 Solicita perención del proceso.
	15/04/99 Auto decretando la perención del proceso; reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y en consideración a la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, se acepta la revocatoria y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. C. 4 pruebas.

	22
	45829
	Álvaro Rojas Trujillo
	12/12/97.Radicó poder. Contesta demanda, sin determinar fecha de contestación.
	06/07/98. Auto requiriendo a la Secretaría del Tribunal y reconoce personería al doctor Carreño Cardona como apoderado judicial del Distrito. 09/07/99 Auto decretando pruebas y no se considera la contestación de la demanda por cuanto su presentación se hizo en forma extemporánea. No hay constancia de revocatoria de poder.  02/12/2000 sentencia  desestima las pretensiones de la demanda. C. 4 pruebas. 

	23
	44236
	Yamith Cortes Rojas.
	Radicó poder. Ninguna actuación. La contestación de la demanda y los alegatos los presenta un apoderado distinto.
	22/10/99. Auto decretando pruebas y reconoce personería a la doctora Ninfa Inés Andrade Navarrete como apoderada judicial del Distrito. 27/07/00 sentencia  desestima las pretensiones de la demanda. C. 5 pruebas.

	24
	46410
	María Nohora Bohórquez de Bohórquez
	24/07/98 Radicó poder. 21/08/98 contestó demanda. 30/11/98 presenta escrito reformulando pruebas. Las cuales son negadas por que la solicitud es extemporánea. 
	03/03/00. Sentencia  declara probada excepciones y desestima las demás pretensiones de la demanda. C. 5 pruebas.

	25
	46606
	Álvaro Suárez Triviño
	12/12/97 Radicó poder sin firma tanto del poderdante como del abogado. Contestó demanda sin especificar la fecha. Aparece escrito presentado por el director de la Oficina de asuntos judiciales revocando el poder, el cual aparece sin firma. 
	05/04/99. Auto decretando pruebas y se reconoce personería al doctor Carreño Cardona como apoderado del Distrito y no se le da trámite al escrito de revocatoria por no estar firmado, a pesar de que el poder otorgado se encontraba en la misma situación. 22/02/01 Sentencia  declara infundadas las excepciones, desestima las demás pretensiones de la demanda y reconoce personería a nueva apoderada del Distrito.. C. 5 pruebas.

	26
	46666
	Guillermina Cabezas de Veloza
	Radicó poder.  Sin ninguna actuación del apoderado. 
	No se allega ninguna actuación del tribunal, solo se anexa el salvamento de voto. C. 5 pruebas.

	27
	45865
	Gerardo Gamboa Merchán
	12/12/97. Radicó poder. 30/11/98 radica solicitud de perención del proceso.  Se allega  revocatoria del poder otorgado por parte   del Director de Asuntos Judiciales del Distrito,
	19/07/01  Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda y no hay constancia acerca de pronunciamiento sobre la revocatoria del poder. C. 5 pruebas.

	28
	45309
	Jorge Hernán Benítez Mendoza
	12/12/97. Radicó poder. 30/11/98 radica solicitud de perención del proceso. y contesta demanda.  Se allega  revocatoria del poder otorgado por parte   del Director de Asuntos Judiciales del Distrito.
	23/07/99 Auto negando la perención porque no se dan los presupuestos de ley para decretarla y se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y en consideración a la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, se acepta la revocatoria y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 08/02/01 Sentencia  niega las excepciones, desestima las pretensiones de la demanda y  reconoce personería a la doctora Claudia Patricia García Vargas como apoderada judicial del Distrito. C. 5 pruebas.

	29
	44800
	María Denis Aponte León
	12/12/97. Radicó poder. Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma. No hay constancia de revocatoria de poder. 
	09/07/99 Auto admitiendo adición de la demanda y se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 08/02/01 Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda. C. 5 pruebas.

	30
	45591
	Gustavo Gómez Arévalo
	12/12/97.Radicó poder. Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma. Revocan poder.
	07/05/99 Auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y en consideración a la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, se acepta la revocatoria y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 30/11/00 Sentencia  niega las excepciones, desestima las pretensiones de la demanda y  reconoce personería a la doctora María Graciela Becerra de Barragán como apoderada judicial del Distrito. C. 5 pruebas.

	31
	45711
	Juan José Londoño Muñoz
	12/12/97.Radicó poder. 30/12/98 radica memorial solicitando la perención del proceso. 22/02/99 se le otorga nuevo poder. Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma. No hay constancia de revocatoria poder.
	07/09/00 Sentencia  niega las excepciones y, desestima las pretensiones de la demanda. C. 5 pruebas.

	32
	45225
	Patricia Montenegro Rojas
	Radicó poder.  Sin ninguna actuación del apoderado. No hay constancia de revocatoria de poder.
	23/07/99 Auto admitiendo adición de la demanda y se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 21/06/01 Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda. C. 6 pruebas.

	33
	45817
	Lenis Jeanet Burgos González
	12/12/97.Radicó poder.  Sin ninguna actuación del apoderado.  Revocan poder.
	05/04/99 Auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y en consideración a la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, se acepta la revocatoria y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 30/11/00 Sentencia  niega las excepciones y desestima las pretensiones de la demanda. C. 6 pruebas.

	34
	46807
	Gustavo Méndez Hastamorir
	12/12/97.Radicó poder.  21/09/98 contesta demanda.  Revocan poder.
	07/05/99 Auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y en consideración a la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, se acepta la revocatoria y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 16/08/01 Sentencia  niega las excepciones, desestima las pretensiones de la demanda y  reconoce personería a la doctora Claudia Patricia García Vargas como apoderada judicial del Distrito.  C. 6 pruebas.

	35
	46222
	María Yineth Corredor
	12/12/97.Radicó poder.   Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma. Revocan poder..
	20/11/98 Auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 27/08/99 Auto acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 19/07/01 Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda y  reconoce personería a la doctora Waldina Gómez Carmona como apoderada judicial del Distrito.  C. 6 pruebas.

	36
	44740
	Luís Eduardo Isaza
	12/12/97.Radicó poder. 30/12/98 radica memorial solicitando la perención del proceso. Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma. No hay constancia de revocatoria poder.
	30/11/00 Sentencia  niega excepciones y desestima las pretensiones de la demanda.  C. 6 pruebas.

	37
	45016
	Nelsón Silva García
	12/12/97.Radicó poder. 30/11/98 radica memorial solicitando la perención del proceso. El Director de la Oficina de asuntos Judiciales reasume el poder y contesta la demanda y se anexa memorial revocando poder.
	29/01/98 Auto admite demanda y niega solicitud de suspensión provisional. 27/08/99 auto negando perención del proceso por no darse los presupuestos de ley para decretarla. Se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 25/01/01 Sentencia niega las excepciones propuestas y  desestima las pretensiones de la demanda.  C. 6 pruebas.

	38
	45675
	Manuel Humberto Garzón Vásquez
	12/12/97.Radicó poder. 30/11/98 radica memorial solicitando la perención del proceso. El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder.
	15/02/01 Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda. No hay constancia sobre pronunciamiento acerca de la solicitud de revocatoria del poder.  C. 6 pruebas.

	39
	45417
	Luz Marina Rojas González
	12/12/97.Radicó poder. Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma. No hay constancia de revocatoria poder.
	25/06/99 Auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 10/05/01 Sentencia niega las excepciones y  reconoce personería a la doctora Waldina Gómez Carmona como apoderada judicial del Distrito.  C. 6 pruebas. 

	40
	45237
	Luz Marina Castañeda Salcedo
	12/12/97.Radicó poder. Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma.  El Director de la Oficina de asuntos Judiciales reasume el poder y contesta la demanda y se anexa memorial revocando poder.
	09/07/99 auto decreta pruebas, se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, reconociéndole  personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. No se allega la sentencia del tribunal, solo se anexa el salvamento de voto. C. 6 pruebas.

	41
	46126
	José Germán Castro Díaz
	Radicó poder.  Sin ninguna actuación del apoderado.  No hay constancia de revocatoria de poder.
	21/06/01 Sentencia desestima las pretensiones de la demanda. C. 6 pruebas.

	42
	           44559
	Enrique Lozano Gil
	12/12/97.Radicó poder. 03/04/98 Contesta demanda.  El Director de la Oficina de asuntos Judiciales  revoca poder.
	17/07/98 auto decreta pruebas, se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 2/11/00 Sentencia niega excepciones y desestima las pretensiones de la demanda.  No hay constancia sobre pronunciamiento acerca de la solicitud de revocatoria del poder.  C. 6 pruebas.

	43
	45853
	Miguel Ángel Rojas
	Radicó poder.  Sin ninguna actuación del apoderado.   El Director de la Oficina de asuntos Judiciales  confiere poder a la doctora Diana Victoria Martínez Jiménez para representar al Distrito..
	18/03/99 Auto requiriendo a la secretaría y   se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 08/02/01 sentencia desestima las pretensiones de la demanda. C. 7 pruebas.

	44
	44968
	Jorge Hernando Rodríguez Castañeda
	12/12/97.Radicó poder. Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma.  No hay memorial revocando poder, sin embargo aparece constancia indicando lo contrario.
	05/04/99 auto decreta pruebas, se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, reconociéndole  personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 23/11/00 sentencia niega excepciones y  desestima las pretensiones de la demanda. C. 7 pruebas.

	45
	45945
	Isidro Nieves Cárdenas
	12/12/97.Radicó poder. Contesta demanda, sin especificarse la fecha de la misma.  Aparece memorial revocando poder, sin embargo no está firmado.
	14/06/01 Sentencia niega las excepciones, desestima las súplicas de la demanda y  reconoce personería a la doctora Waldina Gómez Carmona como apoderada judicial del Distrito. C. 7 pruebas.

	46
	44956
	William Mancera Martínez
	12/12/97.Radicó poder. 30/11/98 radica memorial solicitando la perención del proceso. El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin especificarse la fecha de presentación.  Aparece el 16/04/99 otorgando el Director de la Oficina de asuntos Judiciales nuevo poder a Carreño Cardona. Y posteriormente el mismo Director otorga poder a juan Manuel Díaz Guerrero para representar al Distrito, el cual presenta los alegatos de conclusión.  
	28/10/99 auto negando perención del proceso por no darse los presupuestos de ley para decretarla. Se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 07/09/00  Se reconoce personería al doctor Juan Manuel Díaz Guerrero para actuar como apoderado de la entidad demandada. 23/11/00 Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda.    C. 7 pruebas.

	47
	44752
	Bertha Inés Fernández Paz
	12/12/97.Radicó poder sin firma de la representante legal de la entidad demandada.  11/05/98 Contesta demanda.  El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin especificarse la fecha de presentación.   
	09/07/99 auto admite adición de la demanda, se reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 25/01/01 Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda.    C. 7 pruebas.

	48
	45687
	Javier Acosta Castillo
	12/12/98.Radicó poder. 30/11/98 radica memorial solicitando la perención del proceso. El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin especificarse la fecha de presentación.  
	29/01/98 auto admitiendo demanda y niega suspensión provisional. 15/04/99 auto decretando la perención del proceso, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada.    C. 7 pruebas.

	49
	45925
	Julia Pilar Tavera Alarcón.
	12/12/97.Radicó poder.  Contesta demanda, sin determinarse fecha de presentación.   El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin especificarse la fecha de presentación.   
	31/08/00 Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda.    C. 7 pruebas.

	50
	45699
	Hildebrando Corba Pulido 
	12/12/97.Radicó poder.  Contesta demanda, sin determinarse fecha de presentación.   El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin especificarse la fecha de presentación.   
	23/07/99 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 07/09/00 Sentencia  niega excepciones y desestima las pretensiones de la demanda C. 7 pruebas.

	51
	45112
	Jaime Humberto Monroy Lesmes
	12/12/98.Radicó poder. 30/11/98 radica memorial solicitando la perención del proceso. El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin especificarse la fecha de presentación.  
	15/04/99 auto decretando la perención del proceso, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada.    C. 7 pruebas.

	52
	45579
	Luz Magaly López Hernández
	12/12/97.Radicó poder.  11/09/98 Contesta demanda.  No hay memorial revocando poder, sin embargo aparece constancia indicando lo contrario.   
	21/05/99 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 15/02/01 Sentencia  niega excepciones, desestima las pretensiones de la demanda  y se reconoce personería a la doctora Claudia Patricia García Vargas como apoderada de la entidad demandada.    C. 7 pruebas.

	53
	46927
	Limbania Barrios Gómez
	Radicó poder.  14/09/98 Contesta demanda.  No hay memorial revocando poder, sin embargo aparece constancia indicando lo contrario.   
	21/05/99 auto niega nulidad, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a Germán Ricardo Galeano Sotomayor para que represente a la Contraloría Distrital de Santafé de Bogotá D.C. 03/05/01 Sentencia  desestima las pretensiones de la demanda  y se reconoce personería a la doctora Waldina Gómez Carmona como apoderada de la entidad demandada.    C. 7 pruebas.

	54
	44932
	Ofelia Gasca Charry
	Radicó poder.  12/12/97 Contesta demanda.  No hay memorial revocando poder,.   
	30/11/00 Sentencia niega excepciones y  desestima las pretensiones de la demanda.    C. 8 pruebas.

	55
	46234
	Gloria García Acevedo
	Radicó poder.  Sin ninguna actuación.  No hay memorial revocando poder.   
	17/08/00 Auto decretando perención de oficio.    C. 8 pruebas.

	56
	46138
	Jairo Rodríguez 
	Radicó poder.  Sin ninguna actuación.  No hay memorial revocando poder.   
	15/02/01 Sentencia niega excepciones,  desestima las pretensiones de la demanda  y se reconoce personería a la doctora Claudia Patricia García Vargas como apoderada de la entidad demandada.     C. 8 pruebas.

	57
	46726
	Uldarico Marciales Ibáñez
	12/12/97.Radicó poder.  21/07/98 Contesta demanda.  El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin especificarse la fecha de presentación.   
	20/11/98 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 15/02/01 Sentencia  niega excepciones, desestima las pretensiones de la demanda  y se reconoce personería a la doctora María Graciela Becerra de Barragán como apoderada de la entidad demandada.    C. 8 pruebas.

	58
	44547
	Luís Eduardo Quilaguy Rodríguez 
	Radicó poder.  Sin ninguna actuación.   El Director de la Oficina de asuntos Judiciales  reasume poder y presenta alegatos.   
	09/12/99 Sentencia desestima las pretensiones de la demanda   C. 8 pruebas.

	59
	46678
	Luís Enrique Obando Parra
	12/12/97.Radicó poder.  Contesta demanda.  El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, en el término de fijación en lista.   
	07/12/00 Sentencia  niega excepciones y, desestima las pretensiones de la demanda.    C. 8 pruebas.

	60
	44305
	Carlos Arturo Melo Nova
	12/12/97.Radicó poder.  23/02/98 Contesta demanda.  El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin especificarse la fecha de presentación.   
	22/05/98 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 02/11/00 Sentencia  niega excepciones y, desestima las pretensiones de la demanda.    C. 8 pruebas.

	61
	46630
	Luís Francisco Latorre Chuscano
	12/12/97.Radicó poder.  Contesta demanda.  El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, sin firma.   
	27/08/99 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 14/06/01 Sentencia  niega excepciones, desestima las pretensiones de la demanda  y se reconoce personería a la doctora María Graciela Becerra de Barragán.    C. 8 pruebas.

	62
	45913
	Claudia Patricia Salazar
	12/12/97Radicó poder.  Contesta demanda. No hay memorial revocando poder.   
	13/08/99 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada. 08/02/01 Sentencia  niega excepciones y, desestima las pretensiones de la demanda.    C. 8 pruebas. 

	63
	45663
	Héctor Fernando Cruz Páez
	12/12/97Radicó poder.  Contesta demanda. No hay memorial revocando poder.   
	23/12/00  Sentencia  niega excepciones, desestima las pretensiones de la demanda  y se reconoce personería a la doctora María Graciela Becerra de Barragán.    C. 8 pruebas. 

	64
	45889
	Jairo Antonio Surmay Campuzano
	Radicó poder.  Sin ninguna actuación.  No hay memorial revocando poder.   
	26/02/98 admite demanda y niega suspensión provisional. 15/04/99 Auto decreta perención de oficio  y se reconoce personería al doctor Carreño Cardona como apoderado de la entidad demandada.     C. 8 pruebas.

	65
	45100
	Javier Rodríguez Manios
	Radicó poder.  Contesta demanda.  No hay memorial revocando poder, sin embargo aparece constancia indicando lo contrario.   
	05/04/99 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 03/08/00 Sentencia  niega excepciones, desestima las pretensiones de la demanda.    C. 9 pruebas.

	66
	45369
	Magnolia Reyes Morea
	12/12/97Radicó poder.  14/09/98 Contesta demanda.   El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, término fijación en lista. Y otorga nuevo poder a la doctora Waldina Gómez Carmona para representar a la entidad demandada., la cual presenta alegatos de conclusión.  
	05/04/99 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 31/05/01 Sentencia  niega excepciones, desestima las pretensiones de la demanda  y se reconoce personería a la doctora Waldina Gómez Carmona como apoderada de la entidad demandada     C. 9 pruebas.

	67
	45357
	Clara Hermencia ríos Poveda
	12/12/97Radicó poder.  28/10/98 Contesta demanda.   El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, término fijación en lista. 
	21/05/99 auto decreta pruebas, reconoce personería al doctor Carreño Cardona para actuar como apoderado de la entidad demandada y a su vez se acepta la revocatoria del poder que hace el Director de Asuntos Judiciales del Distrito, y se reconoce personería al doctor Hernán Carrasquilla Coral como apoderado de la entidad demandada. 26/04/01 Sentencia  niega excepciones y se reconoce personería a la doctora Waldina Gómez Carmona como apoderada de la entidad demandada     C. 9 pruebas.

	68
	45165
	Jairo Pulido Velásquez
	12/12/97Radicó poder.  Contesta demanda.   El Director de la Oficina de asuntos Judiciales anexa memorial revocando poder, término fijación en lista. 
	13/07/00 Sentencia  niega excepciones y se desestiman las pretensiones de la demanda.     C. 9 pruebas.


De la anterior relación de procesos, la Sala observa que de los 68 expedientes, el demandante acreditó haber sido apoderado en 65 de ellos, contestando la demanda en 62 procesos, pagándole el Distrito Capital de Bogotá la suma de $120’000.000, aspecto que nunca fue desvirtuado por el actor; pese a que su compromiso era la atención de 200 procesos.
Lo que la parte demandante pretende en este caso es la declaración de incumplimiento del contrato de prestación de servicios por terminación del contrato sin justa causa, en razón a que la Administración revocó sin procedimiento previo los poderes otorgados; y la terminación del contrato se hizo de manera arbitraria y torticera, por cuanto se invocó el vencimiento del término de duración del contrato que no tenía lugar. 
Como ya se indicó en otros apartes de esta providencia, no está demostrado en este caso la terminación unilateral del contrato de prestación, porque lo anterior nunca ocurrió y lo que observa la Sala es que la comunicación 3020 – 1661  de 3 de febrero de 1999, no constituyó un acto administrativo unilateral de terminación del contrato de prestación de servicios No 123, sino que en ella se informa al contratista es la  revocatoria de los poderes, es decir, el negocio de representación. 

Ahora bien, acerca del perjuicio causado,  no se estructura en este caso, porque tal como se viene diciendo a lo largo de este fallo,  “que todo mandante tiene derecho a terminar el poder judicial que hubiere otorgado para su representación, en los términos del artículo 69 del Código de Procedimiento Civil, potestad que es irrenunciable puesto que constituye una garantía del derecho de defensa, tal como lo ha observado la Corte Constitucional, de manera que ningún apoderado judicial puede exigir la inamovilidad”. 

Si bien es cierto que el demandante tendría derecho a que se le pagaran los honorarios por las actividades ejecutadas en cada proceso, en el proceso está demostrado  que al demandante se le pagó la suma de $ 120.000.000.oo, pese a que no desarrolló toda la gestión que se le encomendó.
Además es evidente, que “el criterio usado por el legislador, en cuanto la facultad de terminación unilateral se reconoce a ambas partes, sin que ello implique la extinción de las obligaciones surgidas durante la vigencia de la relación, pudiéndose incluso exigir la indemnización de perjuicios, cuando quien termina con la relación ha abusado de su derecho, o quebrantado el principio de la buena fe”, no es aplicable en este caso, porque los perjuicios en este evento los deriva el demandante, de haberse terminado unilateralmente y sin justa causa el contrato de prestación de servicios No 123, cosa que nunca ocurrió. Y en el hipotético caso que hubiese ocurrido le correspondía al actor demostrar la ocurrencia de aquellos, pruebas que brillan por su ausencia en este proceso y no existen elementos de juicio suficientes que soporte un valor adicional a pagar por cuanto el monto recibido por el abogado superó la totalidad de los honorarios de los procesos que atendió. 
De lo expuesto se concluye que la parte demandante incumplió con la carga procesal de probar los aspectos facticos de sus pretensiones, a que se refiere el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, según el cual “[…] incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen […]”, como consecuencia de lo cual no puede despacharse favorablemente la pretensión de indemnización de perjuicios.

En lo que respecta a la pretensión subsidiaria alegada,  rompimiento del equilibrio económico del contrato, lo cierto es que el actor de manera escueta solicita esta indemnización, sin que fundamente de manera clara y concreta en que consistió el desequilibrio del contrato y la manera como aquel se estructuró, como tampoco se demostró el aumento de la carga obligacional, toda vez que no se relacionaron procesos nuevos; como tampoco se acreditaron hechos sobrevinientes que hubiere dado lugar a una mayor actividad que la usualmente se desarrolla para atender esta clase de negocios. 

Por las razones anotadas, la Sala procederá a confirmar la sentencia de primera instancia y no condenará en costas de segunda instancia a la parte demandante, porque de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, hay lugar a su imposición, cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y como en este caso no se vislumbra que aquella hubiese actuado de esa manera, no  se impondrá esa condena. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A
PRIMERO.- Confirmar la sentencia apelada, esto es, la proferida por Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Tercera – Subsección B -, el diez (10) de septiembre de dos mil tres (2003). 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta sentencia devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
ENRIQUE GIL BOTERO

Presidente de Sala

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ
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� Terminación del poder. Con la presentación en la secretaría del despacho donde curse el asunto, del escrito que revoque el poder o designe nuevo apoderado o sustituto, termina aquél o la sustitución, salvo cuando el poder fuere para recursos o gestiones determinados dentro del proceso.


El apoderado principal o el sustituto a quien se le haya revocado el poder, sea que esté en curso el proceso o se adelante alguna actuación posterior a su terminación, podrá pedir al juez, dentro de los treinta días siguientes a la notificación del auto que admite dicha revocación, el cual no tendrá recursos, que se regulen los honorarios mediante incidente que se tramitará con independencia del proceso o de la actuación posterior. El monto de la regulación no podrá exceder del valor de los honorarios pactados.


Igual derecho tiene el heredero o el cónyuge sobreviviente de quien fallezca ejerciendo mandato judicial.


La renuncia no pone término al poder ni a la sustitución, sino cinco días después de notificarse por estado el auto que la admita, y se haga saber al poderdante o sustituidor por telegrama dirigido a la dirección denunciada para recibir notificaciones personales, cuando para este lugar exista el servicio, y en su defecto como lo disponen los numerales 1º y 2º del artículo 320.


31. La muerte del mandante, o la extinción de las personas jurídicas no pone fin al mandato judicial, si ya se ha presentado la demanda, pero el poder podrá ser revocado por los herederos o sucesores.


Tampoco termina el poder por la cesación de las funciones de quien lo confirió como representante de una persona natural o jurídica, mientras no sea revocado por quien corresponda.








